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1. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO 

 

1.1. Inicio del proceso judicial y petitorio 

 

El 20 de marzo del 2013, el señor Carlos Humberto Simón Chávez, interpuso una 

demanda de reposición por despido incausado contra La Corte Superior de Justicia del Santa, 

Poder Judicial, Procurador Público del Poder Judicial y, la Gerencia General del Poder 

Judicial, solicitando como única pretensión, su reposición al puesto que venía desempeñando 

como asistente judicial de relatoría de la Sala Laboral de la Corte Superior de Justicia del 

Santa por haber sido despedido sin expresión de causa.  

 

1.2. Hechos expuestos en la demanda 

 

El demandante refiere que ingresó a laborar a la Corte Superior de Justicia del Santa 

el 01 de setiembre de 2012, siendo su último cargo y/o función desempeñada como Asistente 

Judicial de Relatoría- Sala Laboral, hasta el día 08 de febrero de 2013, fecha en la que se dio 

por concluido su relación laboral mediante el memorándum N° 0198-2013-UAF-OP-

CSJSA/PJ. El demandante sostiene, además, que la relación de trabajo fue celebrada mediante 

Contratos de Trabajo de Suplencia, según el siguiente detalle: 

 

Cargo Servidora Suplida Fechas Plazo Contrato 

Asistente 

Judicial 

Janina  Julissa Guillermo 

Gamboa 

01/09/2012-

30/09/2012 
1 Mes Suplencia 

Asistente 

Judicial 

Janina  Julissa Guillermo 

Gamboa 

01/10/2012-

31/10/2012 
1 Mes Suplencia 

Asistente 

Judicial 

Janina  Julissa Guillermo 

Gamboa 

01/11/2012-

30/11/2012 
1 Mes Suplencia 

Asistente 

Administrativo 

Amanda Susy Rebaza 

Alvarado 

01/12/2012-

31/12/2012 
1 Mes Suplencia 

Asistente 

Administrativo 

Amanda Susy Rebaza 

Alvarado 

01/01/2013-

31/01/2013 
1 Mes Suplencia 

Asistente 

Administrativo 

Amanda Susy Rebaza 

Alvarado 

01/02/2013-

31/03/2013 

08 

Días 
Suplencia 
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Asimismo, el demandante señala que los mencionados contratos de trabajo se 

encuentran desnaturalizados,  ya que los contratos indicaban que remplazaría, durante el 

periodo 01/09/2012 al 30/11/2012, a la servidora judicial JANINA JULISSA GUILLERMO 

GAMBOA, y posteriormente del periodo 01/12/2012 al 08/02/2013 (fecha de cese), a la 

servidora judicial AMANDA SUSY REBAZA ALVARADO, pero esto en la práctica no se 

dio, ya que su labor como Asistente Judicial siempre las realizó en la Relatoría de Sala Laboral 

de la Corte Superior de Justicia del Santa, lugares donde las trabajadoras reemplazadas jamás 

laboraron, asegurando que Janina Guillermo era Asistente de Vocal y Susy Rebaza era 

Asistente Administración-Logística; es decir, NUNCA remplazó a las servidoras aludidas, lo 

cual  se determinaría en aplicación del Principio de Primacía de la Realidad.  

 

Por último, sostiene que, en aplicación del inciso d) del artículo 77° del D.L. N° 728, 

se considera contratos de duración indeterminada cuando el trabajador demuestre la existencia 

de simulación o fraude a las normas establecidas en la citada Ley, simulación que habría 

ocurrido según se acredita con: 

 Copia de los Contratos de Trabajo por Suplencia celebrados con la codemandada 

Corte Superior de Justicia del Santa de los periodos 01/09/2012 al 31/03/2013. 

 Copia del Memorándum N° 0198-2013-UAF-OP-CSJSA/PJ. 

 Copia de la Resolución Administrativa N° 1241-2012-P-CSJSA/PJ, que versa sobre 

las labores que efectuó en la Sala laboral como Asistente Judicial. 

 Informe que deberá remitir la Oficina de la Corte Superior de Justicia del Santa, 

respecto de las áreas donde han laborado las servidoras JANINA JULISA 

GUILLERMO GAMBOA y AMANDA SUSY REBAZA ALVARADO, a fin de 

demostrar que en la práctica nunca reemplazo a mencionadas servidoras, como 

mencionan en los contratos de suplencia. 

 

1.3. Hechos de la contestación de la demanda 

 

1.3.1 Procurador Público Adjunto a cargo de los Asuntos Judiciales del Poder Judicial 

El 24 de abril de 2013, el Co- demandado, Procurador Público del Poder Judicial 

contestó la demanda negándola en todos sus extremos, solicitando que sea declarada infundada, 

sosteniendo que desde que inició la relación de trabajo  con el accionante ha existido un vínculo 

a través de la contratación accidental (SUPLENCIA), no existiendo un vínculo laboral 
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indeterminado, más aún que el actor nunca ha ganado concurso público, además que se necesita 

una plaza libre y presupuestada para que obtenga dicha condición jurídica. Señala, además, que 

el Poder Judicial tiene naturaleza especial: Es una entidad pública, donde coexisten diversos 

regímenes para la vinculación en el personal, como son el régimen laboral de la actividad 

pública (regulado por el Decreto Legislativo N° 276), el régimen de la actividad privada 

(regulado por el T.U.O. del D. Leg. N° 728, aprobado por el D.S. N° 003-97-TR) y el régimen 

especial de la Contratación Administrativa de Servicios (regulada por el D.  Leg. N° 1057).  

 

La co-demandada afirma que desde que se inició la relación de trabajo para con el 

accionante ha existido un vínculo laboral a través de la contratación de naturaleza accidental 

(SUPLENCIA), en los determinados periodos señalados en los contratos de trabajo, habiendo 

culminado la relación laboral el 08 de febrero de 2013, tal como consta del contrato de fecha 

30 de enero de 2013, en donde se estableció claramente que el actor sustituiría temporalmente 

a REBAZA ALVARADO AMADA SUSY trabajadora estable del Poder Judicial así como la 

fecha en la cual culminaría la prestación de servicios o indefectiblemente con la 

reincorporación de dicha trabajadora. Asimismo, señala que la contratación a tener una 

naturaleza especial en comparación al contrato de trabajo a plazo indeterminado, se debe 

cumplir una serie de exigencias y, son: La escrituralidad (existencia), la forma y el fondo 

(principio de causalidad objetiva), los cuales si han sido cumplidos pulcramente por co-

demandada.     

 

Por otro lado, alega que no se puede dejar de lado que, la actual Ley de Presupuesto de 

la República para el año 2011 ha determinado que los laburantes que se encontraban 

contratados como suplentes, ahora deberán vincularse con las entidades públicas- como es el 

caso del Poder Judicial dentro del marco de Régimen Especial de la Contratación 

Administrativa de Servicios prevista en el Decreto Legislativo N° 1057.  

 

Finalmente, habiéndose determinado que no ha existido desnaturalización de los 

contratos sujetos a modalidad celebrados entre las partes, no habiendo existido por tanto una 

relación laboral indeterminada, la pretensión de declaración de despido Incausado (propia de 

la relación laboral indeterminada), deviene en INFUNDADA, pues el término de la relación 

laboral por finalización del contrato sujeto a modalidad celebrado entre las partes, no implica 

en forma alguna un despido Incausado. 
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1.3.2 Corte Superior de Justicia del Santa 

El 02 de mayo de 2013, el Co- demandado, CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DEL 

SANTA contestó la demanda negándola en todos sus extremos, solicitando que sea declarada 

infundada, sosteniendo que el demandante no ha sido despedido de manera injustificada, si no 

por vencimiento de contrato de trabajo sujeto a modalidad. 

 

Mediante Memorándum N° 198-2013-UAF-CSJSA/PJ, de fecha 08 de febrero de 2013, 

la Coordinadora de Personal de la Corte Superior de Justicia del Santa, comunica al 

demandante que la vigencia de su contrato celebrado con el Poder Judicial ha culminado a 

partir de la fecha (08-02-13), al haberse reincorporado el Titular de la plaza, dándole las gracias 

por el servicio prestado. 

 

Respecto a la supuesta omisión o ausencia de la causa objetiva que alega el demandante, 

debemos enfatizar que en los contratos celebrados por el periodo comprendido de setiembre a 

noviembre del 2012, en la cláusula primera y segunda, se indica que fue  contratado para 

desempeñar el cargo de Asistente Judicial, sustituyendo temporalmente a la servidora Janina 

Julissa Guillermo Gamboa, trabajadora estable con cargo original de Asistente Judicial de la 

Sala Laboral-plaza N° 003860, cuyo vínculo laboral se encontraba suspendido por razón de 

orden administrativo, determinándose claramente en la cláusula cuarta de cada uno de los 

contratos la vigencia de estos, es decir la fecha de inicio y culminación de los mismo. Y como 

es de verse en los certificados de trabajo del demandante. este ha venido desempeñándose como 

asistente judicial, plaza para la cual fue contratado, no desnaturalizándose por tanto la 

modalidad de contratación. 

 

Lo mismo sucede con los contratos celebrados por el periodo  comprendido del 01 al 

31 de diciembre de 2012, que fue contratado para desempeñar el cargo de Asistente Judicial, 

sustituyendo temporalmente a la servidora Amanda Susy Rebaza Alvarado, trabajadora estable, 

quien durante la efectividad del contrato se encontraba promocionada en el cargo de 

Coordinador I, determinándose expresamente en clausula cuarta de su contrato la vigencia de 

este, cargo y función que también ha venido desempeñando el demandante, como es el de 

Asistente Judicial en la Sala Laboral, no desnaturalizándose la modalidad del contrato para el 

que fue contrato. 
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En relación a contratos celebrados por el periodo comprendido del 01 de enero al 08 de 

febrero del 2013, en la cláusula segunda, se indica que fue contratado para desempeñar el cargo 

de Asistente Administrativo I, sustituyendo temporalmente a la servidora Amanda Susy Rebaza 

Alvarado, trabajadora estable, cuyo vínculo laboral se encontraba suspendido por tener 

encargatura de Coordinado I ,determinándose claramente en la cláusula cuarta del contrato que 

la vigencia concluye el 31 de marzo de 2013 o indefectiblemente con la reincorporación, 

renuncia o cese definitivo del titular del cargo, como ha ocurrido en el presente caso con la 

reincorporación de la trabajadora suplida el día 08 de febrero del año en curso, tal como es de 

verse del certificado de trabajo de la citada servidora que se ofrece como medio probatorio; es 

por ello que ya no procedía seguir contratando al demandante para laborar en reemplazo de la 

servidora citada. 

 

La co-demandada señala que en el mes de enero del año en curso, el demandante laboró 

en una dependencia distinta para la que fue contratado (Sala laboral), en este caso únicamente 

se habría producido tal desnaturalización en dicho mes; sin embargo para efectos del derecho 

de protección del trabajador contra el despido arbitrario, se requiere superar el periodo de 

prueba que es de tres meses, conforme lo establecido en el artículo 75° del Decreto supremo 

003-97-TR; no ocurriendo el caso del actor. Así, los contratos de suplencia suscritos entre el 

actor y mi representada, se encuentra justificada la causa objetiva determinante de contratación 

modal, no acreditándose fraude o simulación en las contrataciones. De igual manera debe 

tenerse en cuenta que la extinción de la relación laboral con el demandante se ha producido 

como consecuencia del vencimiento del plazo estipulado en los contratos legalmente 

celebrados bajo modalidad. 

 

Por otra parte, se debe tener en cuenta, que el Poder Judicial existe diversos regímenes 

para la vinculación con el personal como son: régimen laboral de la actividad pública, actividad 

privada y contratación Administrativa de Servicios. En el presente caso el demandante se ha 

encontrado vinculada laboralmente con mi representada bajo contratos a plazo fijo, ya que 

nunca se adjudicó una plaza ganada por concurso público por el periodo que reclama, conforme 

a lo establecido en el artículo 5 de la Ley N° 28175 Ley de Marco del Empleo Público , siendo 

falso que se haya producido una desnaturalización de dichos contratos, siendo su permanencia 

de manera temporal mientras dure la promoción de  los servidores Janina Guillermo Gamboa 

y Amanda Susy Rebaza Alvarado, habiendo en todo momento respetado el cargo contratado. 
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De igual manera debe tenerse presente que los contratos celebrados por el Poder 

Judicial, bajo modalidad, se justifican en la necesidad del servicio, y es razón a ello que se 

estipula en una de las cláusulas de los contratos que el trabajador deberá desarrollar sus labores 

en la dependencia que se le indique y que sus servicios podrán ser requeridos dentro del Distrito 

Judicial ; bajo ese contexto debe entenderse que un contrato modal, exige flexibilidad en la 

relación laboral, resultando viable en la medida que las circunstancias lo justifique, como ha 

ocurrido con el actor, a quien por necesidad de servicio se le ha designado labor de Asistente 

Judicial en la Sala Laboral. 

 

 

2. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

Luego de haber establecido los hechos narrados por las partes, procederé a identificar 

y analizar los principales problemas que se presenta en el expediente materia de grado, siendo 

ellos, los siguientes: 

 

i. Determinar si se produjo desnaturalización de los contratos de trabajo de 

naturaleza accidental bajo la modalidad de suplencia suscritos entre el señor 

Carlos Humberto Simón Chávez y el Poder Judicial representado por el 

Presidente de la Corte Superior de Justicia del Santa en aplicación del literal d) 

del artículo 77° del TUO del Decreto Legislativo N° 728. 

 

En el presente caso, dentro de los argumentos señalados en el escrito demanda, el 

accionante alega que se desnaturalizó sus contratos modales de suplencia de acuerdo al literal 

d) del artículo 77° del TUO del Decreto Legislativo N° 728, porque si bien en los contratos 

de suplencia indicaban que reemplazaría a la servidora judicial Janina Guillermo y 

posteriormente a la servidora judicial Amanda Rebaza esto en la práctica según el demandante 

nunca existió, ya que el demandante siempre realizó sus labores en la Relatoría de  la Sala 

Laboral, lugar distinto donde trabajaban las servidoras aludidas. En consecuencia, el 

demandante expresa que sus contratos modales se encuentran desnaturalizados, respaldándose 

en el principio de primacía de realidad, ya que, de la verificación de los hechos, él no ejerció 

las funciones del cargo para el que fue contratado, evidenciándose la desnaturalización de 



9 
 

estos, por lo que de un contrato a plazo determinado paso a ser un contrato a plazo 

indeterminado.  

 

Siguiendo esa misma línea, según la normativa laboral vigente nos encontraremos ante 

una desnaturalización en los siguientes casos: a) Si el trabajador continúa laborando después 

de la fecha de vencimiento del plazo estipulado, o después de las prórrogas pactadas, si estas 

exceden del límite máximo permitido; b) Cuando se trata de un contrato para obra 

determinada o de servicio específico, si el trabajador continúa prestando servicios efectivos, 

luego de concluida la obra materia de contrato, sin haberse operado renovación; c) Si el titular 

del puesto sustituido, no se reincorpora vencido el término legal o convencional y el trabajador 

contratado continuare laborando; y d) Cuando el trabajador demuestre la existencia de 

simulación o fraude a las normas establecidas en la presente ley. Asimismo, se debe tener en 

cuenta que la desnaturalización en los contratos modales trae consigo que los trabajadores 

sean considerados como trabajadores a plazo indeterminado.  

Por último, se tiene que el principio de primacía de realidad permite que ante la 

discordia entre documentos y lo que ocurre en la práctica, siempre se preferirá lo segundo; y 

como consecuencia, tal y como menciona el autor, esto permitirá determinar sobre que 

supuestos deben ser aplicadas las normas correspondientes. 

 

ii. Determinar si habiéndose acreditado la existencia de simulación en los contratos 

de trabajo de naturaleza accidental bajo la modalidad de suplencia el demandante 

ha superado el periodo de prueba para alcanzar protección contra el despido sin 

expresión de causa.  

 

En el presente caso, el periodo de prueba toma relevancia, ya que, en la sentencia de 

primera instancia se concluye que la demandada ha simulado los contratos sujetos a 

modalidad para encubrir un contrato de trabajo a plazo indeterminado, pero solo por periodo 

que remplazaba a Susy Alvarado; que constaba del 01 de diciembre de 2012 al 08 de febrero 

de 2012 (fecha de cese), evidenciándose la desnaturalización de su contrato modal de 

suplencia. En ese sentido, el juzgado atendiendo que el periodo de prueba es de tres meses, 

determina que el accionante no ha superado el periodo de prueba (02 meses 08 días de 

servicio), por lo que, no le correspondería al trabajador a ser repuesto en el empleo. El 

periodo de prueba también es evaluado por la Sala Laboral y la Corte Suprema al emitir sus 
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respectivos fallos. 

 

El periodo de prueba según el T.U.O del D. Leg. N° 728, independientemente que se 

trate de un contrato a plazo fijo o plazo indeterminado, en principio es de tres meses (se 

podría pactar un plazo mayor en determinados supuestos según la normativa laboral) a cuyo 

término el trabajador alcanza derecho a la protección contra el despido arbitrario. Siguiendo 

esa misma línea, el empleador sin mediar causa alguna puede despedir al trabajador dentro 

de estos tres meses, siendo improcedente el pago de una indemnización.  

 

En menester señalar que, en el caso concreto de los contratos modales, la renovación 

de estos no debe entenderse que con cada contrato firmado hay un nuevo periodo de prueba, 

a menos que se trate de un desempeño notoriamente distinto al que venía desempeñando el 

trabajador en la entidad o empresa. 

 

iii. Determinar si, en el presente caso, corresponde la reposición del demandante por 

haberse configurado un despido incausado, teniendo en cuenta para ello el artículo 

5° de la Ley N° 28175, Ley Marco del Empleo Público y el Precedente 

Constitucional N° 5057-2013-PA-/TC JUNIN (“Precedente Vinculante Huatuco”). 

 

En el presente caso, habiéndose declarada fundada la demanda en segunda instancia los 

co-demandados presentan recurso de casación, declarándose la procedencia de los mismos 

mediante Resolución de fecha 21 de enero de 2015. El recurso de casación interpuesto por 

el Procurador Público Adjunto a cargo de los Asuntos Judiciales del Poder Judicial, fu 

basado en la infracción normativa por inaplicación del artículo 5° de la Ley N° 28175, Ley 

Marco del Empleo Público; asimismo, se declaró la procedencia el recurso interpuesto por 

la Corte Superior de Justicia del Santa por causal de infracción normativa del artículo 84° 

del Decreto Supremo N° 001-98-TR; correspondiendo a la Sala Suprema emitir 

pronunciamiento sobre las causales denunciadas. 

 

Es menester señalar que para analizar si corresponde o no reponer al demandando a su 

puesto de trabajo u otro similar de igual nivel o categoría se debe tener en cuenta que el 

demandante fue contratado bajo el régimen Laboral del Decreto Legislativo 728°, asimismo 

que en su momento el Tribunal Constitucional mediante STC Exp. N° 1124-2001-AA/TC, 
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dispuso que estamos frente a un “despido incausado” cuando se despide a un trabajador, ya 

sea de manera verbal o mediante comunicación escrita, sin expresarle causa alguna derivada 

de su conducta o labor que la justifique, la cual trae consigo la reposición del trabajador. 

 
 

3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

3.1. Sobre la sentencia emitida en primera instancia 

 

3.1.1. Breve resumen del contenido de la sentencia de primera instancia  

Mediante Resolución N° 06 de 20 de agosto de 2013, el Tercer Juzgado Especializado 

en lo Laboral de la Corte Superior de Justicia del Santa resolvió declarar infundada la demanda 

sobre reposición interpuesta por el señor Carlos Humberto Simón Chávez Juez, basándose en 

los siguientes fundamentos que paso a citar: 

 

- “Octavo.- Ahora bien, respecto del primer periodo referido a los contratos de suplencia 

(…), se advierte que las cláusulas primera y segunda se especifica la razón por la cual 

se contrató al actor bajo esa modalidad, señalándose que el titular de la plaza se 

encontraba suspendido y/o la plaza disponible temporalmente por razón de orden 

administrativo (…) plaza que ostentaba la servidora estable Janina Julissa Guillermo 

Gamboa, antes de su promoción temporal a Especialista Legal (…), por lo que teniendo 

en cuenta que citados contratos de suplencia se ha justificado plenamente la causa 

objetiva temporal y determinante de la contratación modal, descartándose la existencia 

de fraude o simulación por dicho periodo de contratación”. 

- “Noveno.- Con relación al segundo periodo, (…) se advierte que en la cláusula primera 

que se contrató para que supliera la plaza de la servidora Rebaza Alvarado Amanda 

Susy y en la segunda clausula se especificó el cargo que iba a ocupar que era el de 

Asistente Judicial; sin embargo el actor en su escrito demanda y en sus argumentos de 

apertura indica que jamás suplió a la servidora por cuanto ella laboraba ene le  cargo de 

Asistente de Administración-logística, lo cual si es corroborado con el certificado de 

trabajo (…) donde se advierte que durante el periodo de contratación, la servidora 

estable Susy Rebaza trabaja en el área de   Administración-logística, área ajena al 
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quehacer jurisdiccional que nunca ocupo la accionante ya que ejercía el cargo de 

Asistente Judicial, cargo distinto al ejercido por la servidora que aparentemente 

reemplazaba; por lo que se concluye que la demandada ha simulado los contratos 

sujetos a modalidad (…) para encubrir un contrato de trabajo a plazo indeterminado 

pero a partir del 1° de diciembre de 2012”. 

-“Décimo.- Por consiguiente, habiéndose acreditado la existencia de simulación en los 

contratos de suplencia del demandante celebrado a partir del 1° de diciembre de 2012, 

este debe ser considerado como de duración indeterminada, conforme lo establece el 

inciso d) del artículo 77° del Decreto Supremo N° 003-97-TR; y atendiendo que el 

periodo de prueba es de tres meses, a cuyo término el trabajador alcanza derecho a la 

protección contra el despido arbitrario, conforme así lo dispone el artículo 10° del Texto 

Único de la Ley de Productividad y Competitividad laboral- Decreto Legislativo 728°,, 

tiempo que el accionante no ha superado, pues a partir del 1° de diciembre del 2012 al 

8 de febrero del 2013 en que concluye sus laborales (…), son 2 meses 8 días de 

servicios,  en consecuencia el actor no tiene derecho a ser repuesto en el empleo.” 

3.1.2. Postura respecto de la sentencia de primera instancia 

En base a los fundamentos de expresados por el juzgado, procederé a desarrollar mi 

posición al respecto: 

  
Previamente, debemos tener en cuenta que el contrato modal de suplencia es propio del 

TUO del Decreto Legislativo 728, que es celebrado con el objeto que el trabajador sustituya a 

un trabajador estable, así como lo señala (Castillo, 2012): 

 
“b. Contrato de Suplencia  

Es el celebrado entre un empleador y un trabajador, con la finalidad que este sustituya 

a un trabajador estable, cuyo vínculo laboral se encuentra suspendido por alguna 

causa justificada prevista en los dispositivos legales y convencionales vigentes. 

En esta modalidad de contrato se encuentran comprendidas las coberturas de puestos 

de trabajo estable, cuyo titular por razones de orden administrativo debe desarrollar 

temporalmente otras labores en el mismo centro de trabajo.” (pág. 27) 

 

Se advierte que el demandante tuvo dos periodos de contratación bien marcados, el 

primero cuando laboró en el cargo de Asistente Judicial desde el 1° de setiembre al 30 de 
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noviembre del 2012 sustituyendo temporalmente a la servidora Janina Julissa Guillermo 

Gamboa (en adelante “primer periodo”), y el segundo desde el 1° de diciembre del 2012 al 31° 

de marzo del 2013, supliendo temporalmente a la servidora Amanda Susy Rebaza Alvarado 

(en adelante “segundo periodo”). 

 

 Según los medios probatorios que obran en autos, respecto al primer periodo, 

efectivamente se puede observar que, si se cumplió con la causa objetiva temporal y 

determinante de la contratación modal, ya que remplazó a la señora Janina Guillermo, quien 

tenía el cargo permanente como Asistente Judicial de la Sala Laboral, pero se le había 

promovido temporalmente como Especialista Legal. Por otro lado, respecto al segundo 

periodo, se puede corroborar que, no se cumplió con la causa objetiva temporal y determinante 

de la contratación modal, ya que la señora Amanda Rebaza, durante el periodo de contratación 

trabajaba en el Área de Administración-oficina de Logística, área totalmente ajena al quehacer 

jurisdiccional, área que por cierto el demandante nunca ocupó, ya que seguía ejerciendo el 

cargo como Asistente Judicial en la Sala Laboral. En consecuencia, a pesar que los contratos 

suscritos respecto al segundo periodo suponían que el demandante iba a desempeñar el cargo 

de Asistente Administrativo, esto en la realidad no fue así. 

 

Por consiguiente, en aplicación del principio de primacía de la realidad, los contratos 

suscritos dentro del segundo periodo se encuentran desnaturalizados, ya que ante la discordia 

entre documentos y lo que ocurre en la práctica, siempre se preferirá lo segundo. Comentando 

sobre dicho principio, (Ávalos, 2010):  

 

“De esta forma, el principio de primacía de la realidad puede ser entendida como 

aquella regla que permite, en caso de confrontación entre los hechos formales y hechos 

reales, determinar sobre qué supuesto deben ser aplicadas las normas jurídicas 

pertinentes. En virtud de este principio siempre se preferirán los hechos tal y como son 

en la práctica, antes que los contratos u otro tipo de pruebas documentales que 

pudiesen referir lo contrario”. (pág. 50) 

 

En consecuencia, los contratos de trabajo respectos al segundo periodo se habrían 

desnaturalizados. Al respecto, es oportuno citar a (Arce, 2013), sobre la consecuencia de la 

desnaturalización: 
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“(…) Desde este punto de vista, la desnaturalización de los contratos lleva aparejada 

una sanción que no es otra que transformar el contrato sujeto a modalidad en uno de 

tiempo indeterminado. Sanción esta que, por lo demás, no admite ninguna prueba en 

contrario por parte del empleador (…)”. (pág. 205) 

Sin perjuicio de lo expresado, no concuerdo con el juzgado al declarar infundada la 

demanda por no haberse superado el periodo de prueba de tres meses (¿?), a continuación, 

desarrollaré mis razones.  

 

Ahora bien, el periodo de prueba ha sido recogido por nuestro ordenamiento bajo el 

amparo del artículo 10° del D. S. Nº 003-97-TR, el mismo que señala una duración de hasta 

tres meses; dejando a libre elección de las partes, pactar un término adicional si las labores 

requieren un período de capacitación o adaptación mayor, en respuesta a la propia naturaleza 

o grado de responsabilidad de la laborar a realizar. Cabe mencionar que, de producirse una 

ampliación de dicho período, este deberá constar por escrito y no podrá exceder (en conjunto 

con el período inicial) de seis meses en el caso de trabajadores calificados o de confianza y un 

año en el caso de personal de dirección; así mismo, dicho periodo de prueba también podrá 

estar sujeto a exoneraciones.  Esta concepción busca que el trabajador luego de superar el 

periodo de prueba, se vea protegido frente al despido arbitrario. 

 

En esa línea, el periodo de prueba es una institución importante del Derecho del trabajo, 

el cual genera facilidad a ambas partes de la relación laboral (empleador y trabajador) a fin de 

que se conozcan mutuamente y, sobre todo, permite que el empleador evalúe las capacidades 

y condiciones generales, personales y profesionales del trabajador, antes de otorgar a dicha 

relación un grado mayor de permanencia y seguridad. 

 

Pues bien, con respecto al análisis que efectuó el Juzgado sobre el periodo de prueba 

no superado por el demandante, considero que este debió ser reconocido desde el momento en 

que se produjo el inicio del Contrato Modal de Suplencia, es decir, desde el periodo merituado 

del primer contrato, el mismo que data desde el 01 de setiembre al 30 de noviembre del 2012, 

hasta la fecha término de labor efectiva, en el caso concreto el 8 de febrero de 2013.  

 

Respaldo mi posición según el Reglamento de La Ley de Fomento al Empleo de 1996 

en su artículo 84° al señalar que: 
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“Artículo 84.- El periodo de prueba a que alude el Artículo 109 de la Ley, sólo podrá 

establecerse en el contrato primigenio, salvo que se trate del desempeño de una labor 

notoria y cualitativamente distinta a la desempeñada previamente.” 

 

En conclusión, bajo ese razonamiento, es factible señalar que se configura el supuesto 

previsto en el art. 84°, dado que según consta en los contratos presentados por el demandante, 

y en aplicación del principio de primacía de realidad la labor desempeñada por el accionante 

no fue una labor notoria y cualitativamente distinta respecto al primer periodo; en consecuencia 

el computo del periodo de prueba debió computarse desde el primer periodo en el cual el 

demandante ingreso a laborar, es decir, el cálculo del periodo de prueba solo podrá establecerse 

en el contrato primigenio, generando que el actor supere el periodo de prueba establecido por 

la norma y alcanzando protección frente al despido arbitrario. 

 

3.2. Sobre la sentencia emitida en segunda instancia 

 

3.2.1. Breve resumen del contenido de los recursos de apelación contra la sentencia de primera 

instancia  

 Recurso de apelación del demandante 

Al no encontrarse de acuerdo con la sentencia de primera instancia, el demandante 

interpuso un recurso de apelación contra la Sentencia, basándose en resumen en los siguientes 

fundamentos: 

- La sentencia indica, que, en las cláusulas primera y segunda de los contratos de 

trabajo, se especifica la razón (causa objetiva), por lo cual se contrató bajo la 

modalidad de trabajo de suplencia al demandante; pero dicha afirmación no es acorde 

a la realidad, pues como puede verse la causa objetiva no ha sido precisada de manera 

específica determinante en el contrato de trabajo de suplencia, tal como lo orienta el 

Tribunal Constitucional en las Sentencias: Exp. 829-2011-PA/TC, expediente N° 

03097-2012-AA/TC, entre otras.  

Asimismo, no se desarrolla si el vínculo laboral de la trabajadora suplida se encontraba 

suspendido, por alguna de las causales que señala el artículo 12° del D.S. N° 003-97-

TR, o si la plaza se encontraba disponible temporalmente por orden administrativa 
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(promoción o encargatura de la titular), por lo tanto, la conclusión arribada por el 

Juzgado difiere con lo que señala el artículo 72° del D.S. N° 003-97-TR. 

Consecuentemente, la entidad demandada no cumplió con especificar la CAUSA 

OBJETIVA de manera clara y precisa, vulnerándose un elemento esencial de la 

contratación temporal y que no ha sido indicada en la resolución impugnada. De igual 

modo, se indica que el titular de la plaza (Janina Julissa Guillermo Gamboa) fue 

“promovida” de Asistente Judicial a Especialista Legal, y al quedar libre la plaza de 

Asistente Judicial, fue suplida por el demandante (vía contrato de suplencia con fecha 

01.09.2012), aseveración que concluye el juzgado luego del análisis del primer 

contrato de suplencia que vincula al demandante con la demandada; pero, de la 

verificación del Certificado de Trabajo de la trabajadora judicial Janina Julissa 

Guillermo Gamboa, dicha afirmación resulta  siendo errada, pues se aprecia en dicho 

documento, que desde el 12.06.2012 (mucho antes de la contratación del demandante) 

la mencionada trabajadora tiene la encargatura de Especialista judicial de Juzgado, lo 

cual desmiente el hecho, de que el actor con fecha 01.09.2012 se encontró por 

promoción de la trabajadora Janina Julissa Guillermo Gamboa, puesto que ya venía 

con una encargatura mucho antes de la contratación del demandante, configurándose 

de esta manera la simulación del contrato de suplencia. 

- De manera incongruente, en la sentencia se desconoce y niega el periodo de 03 meses 

que el actor ya venía laborando para la demandada y “remplazando” a la servidora 

Janina Julissa Guillermo Gamboa, superando largamente dicho periodo.  

3.2.2. Breve resumen del contenido de la sentencia de vista 

- La Sentencia emitida por la primera instancia es REVOCADA por la Sala Laboral, 

quien declaró fundada la demanda sobre reposición; basándose en los siguientes 

argumentos que paso a citar: 

- “CUARTO:  Que, respecto a que la demandada no cumplió con especificar la causa 

objetiva del contrato de manera clara y precisa; es de señalar que, el Tribunal 

Constitucional en la sentencia recaída en el Exp. N° 04107-2011, indica:  “respecto a 

los contratos de suplencia suscritos por la actora…, se ha consignado que la 

contratación de la actora es con el objeto de sustituir en el cargo de Auxiliar 

Administrativo I a la trabajadora…, quien por promoción y encargatura ostenta el 

cargo de Técnico Administrativo II…Consecuentemente, teniendo en cuenta que en 
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los contratos de suplencia suscritos entre la actora y la emplazada se ha justificado 

la causa objetiva determinante de la contratación modal…Por consiguiente, la 

demanda deber ser desestimada, pues no se ha acreditado la vulneración de derechos 

alegados”, en tal contexto, de los contratos de trabajo de suplencia insertos (…), se 

colige que, en la contratación realizada por los meses de setiembre a diciembre de 

2012, se ha señalado la causa objetiva (…); no resulta atendible lo esgrimido por la 

parte accionante”. 

 

- “QUINTO: Que, en relación a que la trabajadora Janina Julissa Guillermo Gamboa 

fue beneficiada con una encargatura, y por consiguiente el demandante nunca suplió 

a la trabajadora ni mucho menos realizó las funciones que venía efectuando la 

servidora suplida; (…) el Tribunal constitucional ha validado la contratación de 

personal mediante suplencia (como es el caso de autos) en las situaciones en los que 

el personal suplido es beneficiado con una encargatura, situación que se verifica con 

los contratos (…) y con la imagen del SIGA PJ (…), en el que se observa que la 

servidora antes mencionada tuvo dicho beneficio (encargatura); consecuentemente, lo 

señalado por el demandante igualmente no resulta atendible”. 

- “SEXTO: Que, respecto a que el periodo de prueba debe computarse desde el inicio 

de las labores; es de indicar que, el artículo 84° del Decreto Supremo N° 001-96-TR 

prescribe  (…) en tal sentido, es de analizar, como primera situación, si las labores del 

demandante fueron notoria y cualitativamente diferentes durante el periodo 

demandado; (…) se tiene que el actor señala que laboró como Asistente Judicial en el 

área de la relatoría de la Sala Laboral de esta Corte Superior, no siendo negado por la 

demandada, por el contrario, su apoderada reconoce de forma expresa dicho 

argumento, coligiéndose que el accionante desde setiembre del 2012 a febrero de 

2013, realizó las mismas labores”.  

- “SETIMO: Que, habiendo concluido que la labor del actor no fue notoria y 

cualitativamente distinta durante el indicado lapso, debe aplicarse lo mencionado en 

la normativa del considerando precedente, es decir, que el periodo de prueba solo 

podrá establecerse en el contrato primigenio, (…), consecuentemente, el actor ha 

superado el periodo de prueba señalado como plazo mínimo por la norma, obteniendo 

protección contra el despido a su fecha de cese; (…) debiendo revocarse la venida en 

grado, y declararse fundada la demanda.” 
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3.2.3. Postura respecto de la sentencia de vista 

Revisando el fallo de la Sala Laboral, si bien estoy de acuerdo que la demanda debe ser 

amparada, la Sala no ha desarrollado todos los puntos mencionados en el recurso de apelación 

del accionante, los cuales debieron ser materia de pronunciamiento por los jueces superiores. 

 En mi opinión considero que la Sala como primer punto debió partir de si existo o no 

desnaturalización en el primer periodo de contratación. Para ello, de una revisión de los 

contratos de suplencia suscritos en el primer periodo, según la cláusula primera se describe 

como causa objetiva: “…, que requiere de la contratación de un trabajador, con el objeto de 

cubrir y/o sustituir temporalmente al señor(a) Guillermo Gamboa Janina Julissa trabajador 

(a) estable de este Poder del Estado, cuyo vínculo laboral se encuentra suspendido y/o plaza 

se encuentra disponible temporalmente por Razón de Orden Administrativo…”. En ese 

sentido, realmente estamos frente a causas objetivas, cuando se señala de forma general por 

“Razón de Orden Administrativo”, sin precisar mayor detalle sobre la suplencia, siendo 

suficiente un formato predeterminado para los contratos de suplencias, sin individualizar en 

cada caso. 

Como segundo punto sobre la desnaturalización, considero que al final 

independientemente de la encargatura de la señora Guillermo Gamboa Janina como 

Especialista Legal, la Sala no se pronunció si la señora en mención tenía realmente el mismo 

cargo y función que el demandante, ya que según los fundamentos de recurso de apelación, el 

señor Carlos Humberto Simón Chávez ejerció sus funciones como Asistente Judicial de 

Relatoría, y la señora Guillermo como Asistente de Vocal de la Sala Laboral, ya que los 

certificados de trabajo y la imagen del SIGA PJ solo señalaban su cargo de forma general como 

“Asistente Judicial”. 

 

Por otro lado, la Sala asume y desarrolla un claro análisis  en cuanto al tiempo que se 

debió consignar como periodo de prueba, esto es que en aplicación del ya mencionado artículo 

84° del Decreto Supremo N° 001-96-TR, el cual menciona expresamente que el periodo de 

prueba deberá computarse desde el inicio de las labores, es decir, solo deja abierta la posibilidad 

de ser establecido este en el contrato primigenio que suscribieron las partes, bajo la salvedad 

que se trate del desempeño de una labora notoria y caritativamente distinta a la desempeñada 

previamente. En efecto, los contratos sujetos a modalidad, el periodo de prueba deberá 

computarse desde el contrato original, siendo el plazo legal de 03 meses, el mismo que puede 

ser ampliado o exonerado dependiendo del caso, como bien señala (Jara, 2017): 
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“La Ley de Productividad y competitividad laboral, establece en su artículo 75° que 

en los contratos sujetos a modalidad rige el periodo de prueba, legal o convencional, 

previsto en la presente ley. (…) 

En consecuencia, en los contratos sujetos a modalidad procede la aplicación del 

periodo de prueba de tres meses para los trabajadores en general (…). 

(…) Esto quiere decir que en la prórroga de los contratos sujetos a modalidad no 

podrá alegarse la existencia de un nuevo periodo de prueba para cada renovación o 

nuevo contrato temporal que se suscriba. Esta regla encuentra como única excepción, 

aquellos supuestos donde se preste un servicio distinto al que normalmente se viene 

ejecutando, es decir, y según lo señalado por el artículo 84° del Reglamento de la Ley 

de Fomento al Empleo, es posible plantear un nuevo periodo de prueba en la 

renovación o nueva suscripción de un contrato sujeto a modalidad cuando se trate de 

desempeño de una laboral notoria y cualitativamente distinta a la desempeñaba 

previamente”. (pág. 91) 

De acuerdo a los argumentos del demando, se tiene que el actor señaló haber laborado 

como Asistente Judicial en el área de relatoría dela Sala Laboral de la Corte Superior del Santa, 

posición que fue convalidada por la demandada, quien hace expreso reconocimiento de dicho 

argumento. En tal sentido, queda reconocido que el accionante realizó las mismas funciones 

desde setiembre del 2012 a febrero del 2013. 

 

Ahora bien, respecto al análisis de fondo efectuado por la Sala, considero que este se 

avoco en evidenciar la continuidad de las labores que venía realizando el actor, a fin de negar 

toda distinción entre las mismas, puesto que estas se logran acreditar de los medios probatorios 

brindados por el actor y el reconocimiento expreso del demandado, estableciendo así que el 

actor realizo las mismas funciones durante los periodos antes señalados, lo cual produce que 

este haya superado el periodo de prueba, obteniendo protección contra el despido sin expresión 

de causa. 

 

Bajo ese razonamiento, es necesario mencionar que la protección frente al despido sin 

expresión de causa, evita que se vulnere el derecho constitucional al trabajo, otorgando la 

procedencia de la reposición del trabajador cesado- según reiterada jurisprudencia emitida por 

el máximo intérprete de la constitución-, el mismo que se produjo sin evaluar la conducta o 
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capacidad laboral que justifique tal decisión. Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la 

República ha señalado sobre el periodo de prueba: 

 

“Ampliación del periodo de prueba 

Respecto a la ampliación del periodo de prueba, las partes pueden pactar un término 

mayor, siempre y cuando las labores a desarrollar requieran de un periodo de 

capacitación o adaptación o que por su naturaleza o grado de responsabilidad tal 

prolongación pueda resultar justificada. Asimismo, corresponde señalar que la 

ampliación del periodo de prueba debe constar por escrito, y debe ser como máximo, 

incluyendo el periodo inicial, de seis meses, en el caso de trabajadores calificados o 

de confianza, y de un año, tratándose de personal de dirección. Por su parte, el 

artículo 17° del Reglamento de la Ley de Fomento del Empleo, aprobado por Decreto 

Supremo N° 001-96-TR, señala que el exceso del periodo de prueba que se pactase 

superando los seis meses o el año, no surtirá efecto legal. Por otro lado, el artículo 

16° del Reglamento de la Ley de Fomento del Empleo, aprobado por Decreto 

Supremo N° 001-96-TR, dispone que, en caso de suspensión del contrato de trabajo 

o reingreso del trabajador, se suman todos los periodos laborados en cada 

oportunidad hasta completar el periodo de prueba; no precediendo la acumulación 

en caso que el reingreso se haya producido a un puesto de notoria y cualitativamente 

distinto al ocupado previamente”. (Casación Nº 13165-2015, Fundamento 11)1 

 

En conclusión, considero que, al haberse superado el periodo de prueba, y evidenciado 

la desnaturalización de los contratos modales suscritos, el actor alcanzo protección frente al 

despido incausado. 

 

3.3 Sobre la Ejecutoria Suprema expedida por la Segunda Sala de Derecho 

Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la 

República  

 

3.3.1 Infracciones que sustentan los recursos de casación interpuesto por los demandados 

Mediante resolución de fecha 21 d enero de 2015, se declara procedente el recurso 

                                                        
1 (Corte Suprema de Justicia de la República, 2017) 
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interpuesto  por el Procurador Público Adjunto a cargo de los Asuntos Judiciales del Poder 

Judicial, por causal de infracción normativa por la inaplicación del artículo 5° de la Ley N° 

28175, Ley Marco del Empleo Público, y; el recurso interpuesto por Miguel Ángel Valderrama 

Ybañez encargado de la defensa de los procesos judiciales de la Corte Suprema de Justicia del 

Santa, por causal de infracción normativa del artículo 84° del Decreto Supremo N° 001-98-TR. 

3.3.2 Breve resumen del contenido de la Ejecutoria Suprema 

Con fecha 15 de diciembre de 2015 la Corte Suprema resolvió declarando fundado el 

recurso de casación interpuesto por el procurador público adjunto a cargo de los asuntos 

judiciales del Poder Judicial, en consecuencia casaron la Sentencia de Vista, que revocó la 

Sentencia emitida en primera instancia que declaró infundada la demanda, y reformándola 

declararon fundada la demanda, y actuando en sede de instancia, confirmaron la sentencia 

emitida en primera instancia que declaró infundada la demanda, basándose en los siguientes 

argumentos, que paso a citar: 

 

- “Cuarto: Aplicación de la Ley N° 28175, Ley Marco del Empleo Público al Poder 

Judicial: El poder judicial constituye uno de los poderes del Estado, cuyos trabajadores 

se encuentran comprendidos en el régimen laboral de la actividad privada desde el 

doce de abril de mil novecientos noventa y seis, de conformidad con el artículo 1° de 

la Ley N° 26586; en consecuencia, al formar parte de la Administración pública resulta 

aplicable a sus trabajadores la Ley N° 28175, Ley Marco del empleo Público, 

conforme lo señala el inciso 3) del artículo III del Título Preliminar de la citada 

norma”. Asimismo, les resulta de plena aplicación el precedente constitucional 

vinculante N° 5057-2013-PA/TC JUNIN y la Casación Laboral N° 11169-2014 

LIMA; por lo tanto, aquellos que no han ingresado por concurso público de méritos 

no tienen derecho a reclamar reposición en el empleo.  

Sétimo: Al respecto, se advierte que en la Sentencia recurrida no se ha tomado en 

cuenta el artículo 5° de la Ley N° 28175 para resolver el presente proceso, incurriendo 

el Colegio Superior en la infracción de la citada norma, pues no corre en autos 

documento en el que coste que el accionante ingresó por concurso público, tal como 

exige la norma denunciada; razón por la cual la causal deviene en fundada” 

- “Octavo: (…) Sobre la causal de casación de infracción normativa del artículo 84° del 

Decreto Supremo N° 001-96-TR (…). 

Décimo (…) lo que se concluye que las labores ejercidas por el accionante desde el 
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uno de diciembre de dos mil doce al treinta y uno de marzo de dos mil trece, fueron 

distintas durante este segundo periodo reclamado. Más aún, si la norma denunciada 

establece que solo se puede considerar el periodo de prueba en el contrato primigenio, 

salvo que se trate del desempeño de una labor notoria y cualitativamente distinta a la 

desempeñada, situación que no ha ocurrido en el caso de autos; en consecuencia, la 

causal casatoria deviene en infundada.” 

- “Décimo segundo: Alcances del precedente constitucional vinculante N° 5057-2013-

PA/TC JUNIN. 

(…) Es necesario conforme el artículo 22° del Texto Único Ordenado de la Ley 

Orgánica del Poder judicial, (…), establecer criterios jurisdiccionales de obligatorio 

cumplimiento por las instancias inferiores respecto a la aplicación del precedente (…) 

en el cual no se aplica (…)”  

 

3.3.3 Postura respecto de la Ejecutoria Suprema 

Lo resuelto por la Corte Suprema es acorde al artículo 5° de la Ley N° 28175 y debida 

aplicación al Precedente Huatuco; ya que si bien el señor Simón Chávez ejercicio sus funciones 

en el Poder Judicial, Poder del Estado cuyos trabajadores se encuentran comprendidos en el 

régimen laboral de la actividad privada desde el 12 de abril de 1996, de conformidad con el 

artículo 1° de la Ley N° 26586, no es menos cierto que este Poder del Estado al formar parte 

de la Administración Pública le resulta plenamente aplicable la Ley Marco del Empleo Público, 

conforme lo establece el numeral 3) del artículo III del Título Preliminar de la citada norma. 

Asimismo, es menester señalar que la Corte Suprema de Justicia de la República 

estableció cual es la correcta interpretación del artículo 5° de la Ley 28175, Ley Marco del 

Empleo Público: 

“(…) El acceso a la función pública de los trabajadores sujetos a cualquier régimen 

laboral y bajo cualquier modalidad debe realizarse mediante concurso público y 

abierto, en base a los méritos y capacidad de las personas, en un régimen de igualdad 

de oportunidades y cuya inobservancia constituye una infracción al interés público que 

impide la existencia de una relación válida y determina la nulidad de pleno derecho 

del acto administrativo que lo contravenga (…)”(Casación Nº 11169-2014, 



23 
 

Fundamento 11)2 

Siguiendo la misma línea, la Ley Marco del Empleo Público resulta compatible con lo 

previsto en artículo 40° de la constitución, ya que regula el ingreso a la carrera administrativa 

cautelando la meritocracia e igualdad de oportunidades en el acceso al empleo público, 

estableciéndose así un trato especial a quienes ejercen función pública. Asimismo, La Ley N° 

28175 tiene fundamento en el principio constitucional de legalidad presupuestaria, siendo 

oportuno para el desarrollo del mismo citar a Séptima Sala Laboral Permanente de la Corte 

Superior de Justicia de Lima, que señala: 

“(…) Son compatibles con el marco presupuestal constitucional que prevé el principio 

de equilibrio y legalidad presupuestaría en el artículo 77° de la Constitución, cuya 

prevalencia frente al derecho al trabajo, fue determinada en el proceso de 

inconstitucional N° 0008-205-PI/TC, al analizar la incompatibilidad entre los 

derechos fundamentales laborales y el principio de legalidad presupuestaria, 

decidiendo dar prevalencia a este último, sustentado en la necesidad de garantizar el 

adecuado manejo de los recursos financieros y presupuestarios del Estado para 

atender los gastos en recursos humanos, la exigencia de contar con servidores públicos 

debidamente calificados que presenten servicios públicos con eficiencia y calidad; 

ratificando así la imposibilidad del ingreso de los servidores públicos con carácter 

permanente, sin cumplir dicho requisito esencial” (Exp. N° 23845-2018, Fundamento 54)3 

Por otro lado, el Precedente Constitucional Vinculante “Huatuco” encuentra 

justificación en la importancia de la meritocracia para el ingreso público, estableciendo que 

acreditada la desnaturalización del contrato temporal no podrá ordenarse la reposición a tiempo 

indeterminado, toda vez que esta modalidad del Decreto Legislativo 728°, en el ámbito de la 

Administración Pública, exige la realización de un concurso público de méritos respecto de 

una plaza presupuestada y vacante de duración indeterminada, en consecuencia bajo esas reglas 

no procedía reponer al señor Simón Chávez ya que no había ingresado por concurso público al 

Poder Judicial.  

Por todo lo anterior, al demandante solo le correspondería la indemnización, el cual es 

compatible con la protección brindada contra el despido arbitrario (artículo 27° de la 

                                                        
2 (Corte Suprema de Justicia de la República, 2015) 
3 (Séptima Sala Laboral Permanente de la Corte Superior de Justicia de Lima, 2020) 
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Constitución), de conformidad a las normas internacionales, como es el artículo 7°; literal d) 

del Pacto de San Salvador; que deja a criterio de cada Estado como mecanismo de reparación 

la reposición o el pago de la indemnización frente a un despido injustificado. 

Sin perjuicio a lo señalado en los párrafos precedentes, estimo conveniente precisar 

ciertas incidencias respecto a la reposición por despido incausado en el sector público:  

Es preciso viajar en el tiempo y situarnos en el año 2002, cuando se publica la 

Sentencia emitida por el Tribunal Constitucional en el Expediente N° 1124-2001-AA/TC, 

conocido como el caso “Telefónica”, donde el máximo intérprete de la constitución estimó 

que el derecho a la adecuada protección contra el despido arbitrario queda vaciado de 

contenido cuando se permite un despido sin expresión de causa seguido del pago de una 

indemnización, es así que mediante control difuso inaplica el párrafo segundo del artículo 4° 

de la Ley de Productividad y Competitividad laboral. 

 

 Asimismo, casi un año después, se publica el conocido caso “Eusebio Llanos 

Huasco”, donde después de reiterada jurisprudencia sobre la readmisión al empleo frente a 

despidos arbitrarios o infracción de determinados derechos fundamentales reconocidos, 

establece una nueva tipología de despidos. En dicho caso, el Tribunal Constitucional señala 

cuando estamos frente a un despido incausado: 

 

“b) Despido incausado  

Aparece esta modalidad de conformidad con lo establecido en la sentencia del 

Tribunal Constitucional de fecha 11 de julio de 2002 (Caso Telefónica, expediente 

N.O 1124-2002-AAlTC). Ello a efectos de cautelar la vigencia plena del artículo 22° 

de la Constitución y demás conexos.  

Se produce el denominado despido incausado, cuando: 

- Se despide al trabajador, ya sea de manera verbal o mediante comunicación escrita, 

sin expresarle causa alguna derivada de la conducta o la labor que la justifique” 

(Exp. N° 976-2001-AA/TC, Fundamento 15)4 

 

Siguiendo esa línea, el Tribunal Constitucional en el caso “Baylon Flores” ratifica 

su postura sobre el despido incausado y establece la procedencia del amparo en esta nueva 

                                                        
4 (Tribunal Constitucional, 2001) 
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tipología de despidos, estableciendo como precedente vinculante inmediato los fundamentos 

7 al 25 previstos en la sentencia: 

 

“El Tribunal Constitucional estima que esta nueva situación modifica 

sustancialmente su competencia para conocer de controversias derivadas de materia 

laboral individual, sean privadas o públicas. Sin embargo, los criterios 

jurisprudenciales establecidos en el caso Eusebio Llanos Huasco, Exp. N.º 976-2004-

AA/TC, para los casos de despidos incausados (en los cuales no exista imputación de 

causa alguna), fraudulentos y nulos, se mantendrán en esencia. En efecto, si tal como 

hemos señalado, el contenido del derecho constitucional a una protección adecuada 

contra el despido arbitrario supone la indemnización o la reposición según 

corresponda, a elección del trabajador, entonces, en caso de que en la vía judicial 

ordinaria no sea posible obtener la reposición o la restitución del derecho vulnerado, 

el amparo será la vía idónea para obtener la protección adecuada de los trabajadores 

del régimen laboral privado, incluida la reposición cuando el despido se funde en los 

supuestos mencionados”. (Exp. N° 206-2001-AA/TC, Fundamento 7)5 

 

En ese sentido, tomando los criterios asumidos por el Tribunal Constitucional, el señor 

Carlos Humberto Simón Chávez, quien había sido contratado bajo el régimen laboral de la 

actividad privada y una vez acredita la desnaturalización de sus contratos modales por haberse 

celebrado con simulación, según lo previsto en el inciso d) del artículo 77° del Decreto 

Supremo N° 003-97-TR y superado el periodo de prueba, no podría ser despedido sino por 

causa justa,  relacionado con su conducta o capacidad, caso contrario se estaría afectando sus 

derechos constitucionales al  trabajo, a la protección contra el despido arbitrario y al debido 

proceso, debiendo ser amparada su pretensión de reposición. 

  

En ese marco, el Tribunal Constitucional  uniformemente venia ordenando la 

readmisión del empleo a todos los trabajadores despedidos sin expresión de causa una vez 

declarada una relación a plazo indeterminado como consecuencia de la desnaturalización de 

sus contratos modales, independientemente de si el ex trabajador laboró en el  sector público 

o privado basándose en el fundamento 7 al 20 del precedente vinculante “Baylon Flores” a 

pesar que la Ley Marco del Empleo Público se encontraba en vigencia, siendo que con el 

                                                        
5 (Tribunal Constitucional, 2005) 
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Precedente Huatuco el TC cambio su criterio después de diez años,  precisando que los 

trabajadores de la Administración Pública que ingresaron a laborar sin las formalidades del 

concurso público solo tienen la posibilidad de solicitar la indemnización que les corresponda, 

evidenciándose  clara afectación a la seguridad jurídica y la predictibilidad de las sentencias 

en casos similares, tal cual como ocurrió en el presente caso; el demandante interpuso su 

demanda años antes que se emitiera el precedente Huatuco en plena vigencia de la Ley N° 

28175, creyendo que se seguiría el razonamiento que se venía aplicando, pero no fue así.  

 

En ese sentido, con el fin de respaldar lo expuesto, pasaré a citar alguna de las muchas 

sentencias emitidas por el Tribunal Constitucional donde se procedió a la reposición del 

accionante por haberse configurado un despido incausado: 

  

- “3.3.4. (…) Al respecto, de la cláusula primera de los citados contratos se consigna: 

“EL EMPLEADOR contrata a el (la) TRABAJADOR (A) para que realice labores de 

SECRETARÍA JUDICIAL, el mismo que deberá someterse al cumplimiento estricto 

de las funciones”. De los clausulas transcritas puede concluirse que en los contratos 

mencionados se ha omitido consignar la causa objetiva especifica que autorizo la 

contratación temporal de la demandante, (…). Ha de tenerse en consideración que 

una secretaria judicial realiza labores propias y ordinarias del Poder Judicial, por lo 

que no se justifica la contratación temporal por servicio específico. (…) 

3.3.5. En consecuencia, resulta evidente que los contratos modales se 

desnaturalización al no establecerse la causa objetiva de contratación y simularse 

una relación laboral de carácter temporal que en realidad era de naturaleza 

permanente (…), por lo que dichos contratos se han convertido en un contrato de 

duración indeterminada. 

5.1 En consecuencia, (…) corresponde ordenar la reposición de la demandante como 

trabajador a plazo indeterminado en el cargo que venía desempeñando o en otro   de 

similar categoría o nivel (…)”. (Exp. N° 1587-2013-PA/TC, Fundamento 3 y 5)6 

 

- “3.3.2. (…) La temporalidad del contrato de suplencia deriva de la sustitución no 

definitiva de un trabajador estable de la empresa, cuya relación de trabajo se 

encuentre suspendida. En ese sentido, este Tribunal considera que el contrato de 

                                                        
6 (Tribunal Constitucional, 2014) 
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suplencia se celebra con fraude al Decreto Supremo N° 003-97-TR cuando el 

trabajador suplente desde un inicio no desempeña el puesto del trabajador sustituido 

por el cual fue contratado, sino otro puesto o cargo de trabajo. 

3.3.4. Por consiguiente, habiéndose acreditado la existencia de simulación en el 

contrato de la demandante, este debe ser considerado como duración indeterminada 

(…), razón por la que la demandante solo podía ser despedida por una causa 

relacionada con su conducta o capacidad laboral, por lo que la ruptura del vínculo 

laboral sustentada en el término de su contrato tiene el carácter de un despido 

arbitrario, frente a lo cual procede la reposición como finalidad eminentemente 

restitutoria de todo proceso constitucional de tuteles de derechos fundamentales” 

(Exp. N° 03014-2013-PA/TC, Fundamento 3)7 

  

Por último, es oportuno citar una de las tantas posiciones que han sido tomadas frente 

al Precedente Huatuco. Por su parte (Jara, 2018) señala: 

 

“En esa línea de ideas consideramos que independientemente de la naturaleza pública 

del empleador, si este optó en forma voluntaria contratar por contratar el régimen 

Laboral Privado, (D. Leg. 278), tendría que asumir su posición de empleador tan 

igual como se exige de a un empleador privado, con las mismas atribuciones y 

obligaciones que la ley señala, caso contrario implicaría un trato discriminatorio, 

bajo el tenor de que, por el hecho de trabajar para el Estado, no obstante, de tener el 

mismo régimen laboral, sea legitimo desconocer su condición de trabajador o 

entenderla disminuida con relación al dependiente de una entidad privada.” (pág. 

105) 

 

Por consiguiente, se evidencia que el cuestionamiento sobre la reposición frente a un 

despido sin expresión de causa data de muchos años antes que entrara en vigencia la Ley de 

Marco del Empleo Público, el Precedente Huatuco, la Ley del Servicio Civil y ahora el Decreto 

de Urgencia N° 016-2020, cuando el Tribunal Constitucional estableció una nueva tipología de 

despidos en el Perú; siendo que en la actualidad trabajadores bajo el mismo régimen laboral de 

la actividad privada verán amparada su pretensión, sobre la reposición como consecuencia de 

una despido incausado, dependiendo de las particularidades del caso. 

                                                        
7 (Tribunal Constitucional, 2014) 



28 
 

4 CONCLUSIONES 

  

En razón a los problemas jurídicos identificados en el expediente, podemos obtener las 

siguientes conclusiones: 

 

- Se produjo desnaturalización de los contratos de trabajo de naturaleza accidental bajo 

la modalidad de suplencia suscritos entre el señor Carlos Humberto Simón Chávez y el Poder 

Judicial representado por el Presidente de la Corte Superior de Justicia del Santa en aplicación 

del literal d) del artículo 77° del TUO del Decreto Legislativo N° 728, pero solo sobre el 

segundo periodo (01/12/2012-08/02/2013), ya que el accionante nunca realizó las labores de 

Asistente Administrativo, en consecuencia los contratos de trabajos sujetos a esta modalidad 

se consideran como de duración indeterminada, por ende solo podía ser despedido por causal 

relacionada a su capacidad o conducta, reconocido así tanto en la primera como en segunda 

instancia. 

 
- El demandante al haber ejercido el cargo como Asistente Judicial durante todo el 

periodo laborado en la Sala Laboral habría superado largamente el periodo de prueba, por ende, 

alcanzó protección contra el despido sin expresión de causa. 

- En el presente caso, no correspondía la reposición del demandante, por no haber 

ingresado por concurso público al Poder Judicial, a pesar de haberse producido un despido 

incausado, en aplicación del artículo 5° de la Ley N° 28175, Ley Marco del Empleo Público y 

el Precedente Constitucional N° 5057-2013-PA-/TC JUNIN (“Precedente Vinculante 

Huatuco”). 

- Por último, se evidencia que el cuestionamiento sobre la reposición frente a un despido 

incausado data muchos años antes que entrara en vigencia la Ley de Marco del Empleo Público, 

el Precedente Huatuco, la Ley del Servicio Civil y ahora el Decreto de Urgencia N° 016-2020, 

cuando el Tribunal Constitucional estableció una nueva tipología de despidos en el Perú. 
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6 ANEXOS 

 

Los anexos que se adjuntan al presente informe, de acuerdo con la naturaleza del expediente 

son los siguientes: 

 

6.3 Copia simple del escrito de demanda y sus respectivos anexos. 

6.4 Copia simple de la contestación de la demanda y sus respectivos anexos. 

6.5 Copia simple del Acta de Audiencia Única. 

6.6 Copia simple de la Sentencia de primera instancia. 

6.7 Copia simple de la Sentencia de segunda instancia. 

6.8 Copia simple de la Ejecutoria Suprema. 

 

 




















































































































































































